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Prefacio

Además de ser un trabajo académico destacable desde todo 
punto de vista del Dr. Julio Roberto Piza Rodríguez, esta 
obra tiene un doble mérito: 

El primero, dada la amplia experiencia del autor en 
las diversas disciplinas del derecho fiscal y como juez del 
Consejo de Estado en su momento, aporta un ingrediente 
novedoso que no suele contener los tratados de Hacienda 
Pública que se producen en el país: prácticamente cada una 
de las afirmaciones del autor es respaldada con la jurispru-
dencia correspondiente, ya sea del Consejo de Estado o de 
la Corte Constitucional.

Se estima que la Constitución colombiana se ocupa prác-
ticamente en la mitad de sus normas de temas atinentes a 
la Hacienda Pública: no es solo el título XII de la Carta sino 
en infinidad de artículos que directa o indirectamente tocan 
con la organización hacendística del país. De allí que es tan 
rica y abundante la jurisprudencia de nuestras Altas Cortes 
en materia hacendística.

Por eso es tan valioso el aporte del profesor Piza Rodrí-
guez que rescata en su integridad la importancia de la juris-
prudencia como fuente del derecho financiero colombiano.

El segundo, está escrita de una manera sencilla y precisa. 
No cae en ampulosidades. En cada punto que trata “va al 
grano”. De allí la importancia académica que va a tener 
sin duda alguna entre los círculos que se interesan por los 
temas de la Hacienda Pública colombiana.
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Mis felicitaciones a la Universidad Externado de Colom-
bia por publicarla y al autor por el esfuerzo académico que 
ha representado su preparación. 

Juan Camilo Restrepo
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Introducción

La Hacienda Pública es el estudio de las finanzas del Estado 
y forma parte del programa de la Facultad de Derecho, con 
lo cual, su contenido tiene una perspectiva jurídica. El objeto 
de estudio comprende su sistema normativo, o lo que se 
entiende como las fuentes del derecho, un entramado ins-
titucional conectado con los bienes y servicios que presta 
el Estado y sus funciones en sus distintos niveles. Su punto 
de partida es la Constitución, en concreto su Título XII, su 
desarrollo normativo y jurisprudencial, que contiene los 
elementos jurídicos, para que el Estado pueda garantizar 
los derechos, proteger a la ciudadanía, proveer los bienes 
y servicios públicos y promover el desarrollo económico. 

Este libro resume el trabajo de la cátedra de Hacienda 
Pública desde la Constitución de 1991, con todas las impli-
caciones fiscales de proclamarse como un Estado Social de 
Derecho, descentralizado y con autonomía de sus entidades 
territoriales. Se ha construido con lo que Gonzalo Cataño 
denominaba “la artesanía intelectual”, que supone prepa-
rar semanalmente las clases, lecturas, reseñas, reflexiones, 
textos, para exponerlas en el salón de clases, debatirlas con 
discípulos, que luego se convierten en colegas en la cátedra 
y alimentadas por los estudiantes que pasan año tras año, 
de distintos lugares, formaciones y vocaciones. Nutrida 
por el dinámico desarrollo de este capítulo en estas más de 
tres décadas que incluye reformas constitucionales, modi-
ficaciones legales y sentencias de las cortes; instrumentos 
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con los cuales, los gobiernos de este periodo han ejecutado 
sus políticas con resultados que muestran avances verifi-
cables, pero también, tareas pendientes, todo para mejorar 
el bienestar de todos los colombianos, que es finalmente el 
objetivo esencial de la Hacienda Pública. 

Por esto, enseñar resultó más un ejercicio de aprendizaje 
colectivo, explicar lo que hay detrás, el poder político, la 
economía y los instrumentos jurídicos, con sus alcances y li-
mitaciones, sus principios, sus reglas, la forma como se apli-
can e interpretan los preceptos jurídicos, para comprender 
el fenómeno fiscal, de forma que sea posible una reflexión 
crítica sobre las tensiones, los desafíos y las oportunidades 
que emergen cuando el gasto público se define, se financia 
—particularmente con impuestos—, se ejecuta, se controla 
y se rinde cuentas ante la sociedad. Este libro recoge una 
vocación, la convicción de que ejercer la democracia exige la 
comprensión de las funciones del Estado en una economía 
de mercado, entendiendo su dimensión jurídica por todas 
las posibilidades de desarrollo profesional que ofrece a 
quien se prepara como abogado en nuestra Universidad 
Externado para actuar y participar sobre la realidad fiscal 
de la Colombia del siglo XXI.

La Constitución de 1991 marcó un giro fundamental: 
redefinió, de manera sustantiva, el papel que desempeña 
el Estado en la economía y en la vida de los ciudadanos, 
reconfigurando el marco que reconoce derechos sociales, 
seguridad y desarrollo, todo, con la conciencia de la función 
de la Hacienda Pública, esto es, lo que Sunstein y Holmes 
denominaron “el costo de los derechos”, financiar las 
funciones estatales con los impuestos que los ciudadanos 
pagamos, conforme al poder tributario, pero limitado por 
los principios del sistema tributario. En estas tres décadas 
hemos visto la reformulación constitucional de las piezas 
fundamentales que le dan contenido simultáneamente al 
estado social de derecho y a la descentralización para mejorar 
las condiciones de salud y educación en los territorios, con 
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las recurrentes reformas tributarias que permitan cubrir 
estos compromisos, dentro de las cambiantes realidades 
económicas, políticas y sociales. En ese periodo se han 
aprobado dieciocho reformas del sistema impositivo, por 
lo menos siete estudios del sistema fiscal, elaborados por 
comisiones que han enriquecido los debates parlamentarios 
y modulado la estructura financiera, tanto en el aliento de 
la inversión como en la función redistributiva. Este es un 
resumen, de los dilemas más significativos para compren-
der, las prioridades del gasto público y los instrumentos 
elegidos para su financiación, la creación de reglas de juego 
que garantizan seguridad jurídica y, en última instancia, la 
legitimidad de las decisiones colectivas.

El objetivo central es proporcionar a quienes se preparan 
en la facultad de derecho para tener una visión integrada 
de la Hacienda Pública como disciplina jurídica. En ese 
marco, el gasto público no es solamente un conjunto de 
operaciones contables o presupuestarias; es una acción que 
organiza prioridades, define derechos y modela la forma en 
que la sociedad se organiza para afrontar sus necesidades 
y aspiraciones. La recaudación, por su parte, no es un fin 
en sí mismo, sino un medio para sostener ese gasto, para 
canalizar recursos hacia políticas públicas, para incentivar 
o desincentivar comportamientos económicos y para 
equilibrar la carga entre generadores de renta y consumi-
dores, dentro de principios como la igualdad ante la ley, la 
eficiencia de las políticas y la justicia en la distribución. La 
administración tributaria, los procedimientos, las sanciones, 
las garantías procesales y la supervisión pública se constitu-
yen, en suma, el andamiaje institucional que garantiza que 
el sistema funcione con transparencia y responsabilidad.

Este libro propone, en primer lugar, una aproximación 
conceptual que permite al lector entender la lógica subya-
cente de la Hacienda Pública. Se discuten los fundamentos 
teóricos que articulan la relación entre Estado, sociedad 
y economía; se examinan los principios que inspiran 
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el poder tributario y la gestión del gasto; y se analizan 
las tensiones entre legitimidad democrática, eficiencia 
económica y equidad distributiva. En segundo lugar, se 
aborda la dimensión institucional y normativa: el marco 
constitucional, los principios de legalidad, seguridad 
jurídica y justicia; las reglas que rigen el ciclo presupuesta-
rio; la estructura del sistema tributario; y la organización de 
la Administración y del proceso contencioso-administrativo 
que regula la recaudación y el control. En tercer lugar, se 
consideran las prácticas y los retos contemporáneos de 
la Hacienda Pública en Colombia: la globalización de la 
economía, la digitalización de la actividad económica, 
la informalidad y su impacto en la base tributaria, la 
descentralización y su efecto en la capacidad de recaudación 
y en la cohesión territorial, y las políticas fiscales orientadas 
a la equidad y al crecimiento.

La estructura del libro está concebida dentro del plan de 
estudios, para aprehender integralmente, fortalecer la capa-
cidad de lectura y discutir críticamente las herramientas y 
sus aplicaciones prácticas en la disciplina jurídica. En cada 
capítulo se proponen dos objetivos complementarios: por 
un lado, presentar los fundamentos doctrinales y normati-
vos que sustentan la disciplina; por el otro, exponer casos 
que ejemplifiquen su aplicación, particularmente con la 
jurisprudencia colombiana, ejemplos, debates y preguntas 
que invitan a la reflexión y a la aplicación de los conceptos 
en contextos reales. En este sentido, la educación superior, 
no se reduce a la transmisión de saberes, sino a la formación 
de una mirada crítica capaz de cuestionar lo establecido, 
proponer mejoras razonadas y enfrentar con rigor las com-
plejidades de la Hacienda Pública contemporánea.

El primer capítulo introduce la política fiscal como el 
marco de referencia para entender la función del gasto 
público y su financiamiento. Aquí se examina el modelo de 
Estado, se discute la constitución económica y se rastrea la 
evolución de la teoría de la Hacienda Pública en Colombia. 
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Se analizan, además, las tensiones entre política fiscal y 
política tributaria, la necesidad de coordinación macro-
económica y el papel de la estabilidad fiscal en el marco de 
un crecimiento sostenible. Los apartados de este capítulo 
plantean preguntas centrales para estudiantes: ¿cómo se 
balancea la necesidad de gasto social con las limitaciones 
presupuestarias? ¿Qué límites y oportunidades presenta 
la legislación para ampliar la base tributaria sin sacrificar 
la equidad? ¿De qué manera el marco constitucional con-
diciona las decisiones fiscales y sus consecuencias para las 
personas y las empresas?

Un eje central de esta parte del libro es la legitimidad de la 
acción fiscal. La lógica moral y política de la recaudación exi-
ge principios que trascienden la técnica: legalidad, seguridad 
jurídica, eficiencia, generalidad, equidad y progresividad. 
Estos principios no son meras etiquetas: guían la construc-
ción de tributos, la justificación de sus regímenes, la forma 
de medir su impacto y la manera de garantizar su ejecución 
sin legitimidad ciudadana. En un país con una historia de 
conflicto, violencia y desigualdad, la Hacienda Pública 
tiene una dimensión distributiva crucial: la recaudación y 
el gasto deben orientarse a reducir carencias y promover 
oportunidades, sin que ello signifique una carga excesiva 
para los sectores menos favorecidos o una captura de valor 
por parte de intereses concentrados. Este libro propone 
un marco de análisis que permite a los lectores examinar 
reformas y políticas desde la óptica de la justicia fiscal y de 
la viabilidad institucional.

En este recorrido teórico-práctico, se revisan conceptos 
como la eficiencia en la asignación de recursos, la elasticidad 
de la recaudación ante cambios de la economía, la resiliencia 
de las finanzas públicas ante shocks y la sostenibilidad de las 
cuentas públicas a lo largo del tiempo. Se presentan debates 
contemporáneos sobre la necesidad de introducir nuevos 
impuestos o ajustar tarifas, sobre la conveniencia de ampliar 
la base tributaria frente a la posibilidad de exoneraciones y 
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beneficios fiscales, y sobre la prioridad de proteger sectores 
vulnerables frente a la necesidad de consolidar el gasto en 
áreas estratégicas para el desarrollo. El objetivo pedagógico 
es que el estudiante aprenda a traducir estos debates a la 
elección de su práctica profesional, entendiendo que las 
decisiones fiscales tienen dimensiones técnicas y políticas 
que deben dialogar entre sí.

El capítulo 2 se centra en la constitución financiera y en 
la arquitectura presupuestaria que gobierna la forma en que  
el gasto se planifica, se ejecuta y se controla. Aquí se abordan 
las estructuras de gasto público, la Ley Orgánica del Plan y 
el Plan Nacional de Desarrollo, que define las prioridades  
de la inversión pública. Se analizan el Presupuesto General de  
la Nación, su estatuto orgánico y el papel que desempeñan 
los instrumentos presupuestarios que permiten la progra-
mación, ejecución y rendición de cuentas. Este bloque está 
diseñado para que el estudiante desarrolle una visión in-
tegrada de cómo se articulan la planificación estratégica, la 
supervisión institucional, la res-ponsabilidad democrática 
con la operación específica del gasto público.

Uno de los rasgos más relevantes de la experiencia co-
lombiana es la insistencia en la continuidad y la previsibi-
lidad presupuestaria, aun en medio de ciclos económicos 
adversos. En el análisis de la sostenibilidad fiscal, se des-
tacan herramientas como el marco fiscal de mediano plazo 
y su función de alinear el gasto con los ingresos y con las 
metas macroeconómicas a mediano plazo. Además, se dis-
cuten las razones por las que la disciplina fiscal permanece 
como un elemento central de la política pública: la necesi-
dad de preservar la capacidad de inversión, de sostener la 
seguridad social y de mantener la confianza de inversores 
y ciudadanos. Este diálogo entre planificación, ejecución y 
control es clave para entender la estabilidad de las finanzas 
públicas y la credibilidad del Estado.

En los apartados de este capítulo se ofrece, también, una 
mirada crítica a los límites del presupuesto: las tensiones entre 
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lo previsto y lo ejecutado, las desviaciones que pueden ero-
sionar la gobernanza y la necesidad de mecanismos eficaces 
de control y rendición de cuentas. En particular, se analizan, 
cuestiones relacionadas con la transparencia, la eficiencia en 
el gasto y la responsabilidad por el uso de los recursos. Este 
estudio no es meramente técnico: busca que el alumno iden-
tifique, dentro de los procesos presupuestarios, las buenas 
prácticas que fortalecen la legitimidad de las decisiones y 
reducen las oportunidades de distorsión o corrupción.

El capítulo 3 trata el tema es la descentralización como un 
eje fundamental para entender la distribución de recursos 
y la capacidad institucional de las entidades territoriales. 
En sus apartados, se explora la estructura de los planos 
territoriales de desarrollo, la gestión de los presupuestos 
a nivel departamental y municipal, y el funcionamiento 
de los sistemas generales de participaciones y de regalías. 
Se reflexiona sobre la relación entre gobernanza local, 
equidad territorial y cohesión social. El lector se enfrenta a 
las preguntas críticas: ¿cómo se garantiza que los recursos 
redistributivos lleguen a las comunidades que más lo nece-
sitan? ¿Qué papel juegan los instrumentos de financiación 
regional para impulsar la inversión productiva sin generar 
desequilibrios fiscales entre territorios?

El análisis también aborda los monopolios y su influencia 
en la disponibilidad de recursos, así como el impacto de 
las decisiones fiscales en la vida diaria de los ciudadanos 
y las empresas locales. En este marco, la educación fiscal y 
la transparencia se presentan como condicionantes claves 
para la legitimidad de la descentralización: sin una vigi-
lancia adecuada, la autonomía territorial puede terminar 
generando fallas de equidad o llevar a escenarios de captura 
de rentas que perjudican a la población más vulnerable. El 
lector aprenderá a evaluar políticas de descentralización 
desde criterios técnicos y de justicia social, integrando con-
ceptos de planificación estratégica, ejecución contractual, 
contabilidad gubernamental y control fiscal. 



20

El capítulo 4 estudia la financiación pública, la deuda y 
la sostenibilidad de las cuentas. Se analizan las fuentes de 
ingresos del balance, la gestión de recursos parafiscales y 
los fondos especiales, y se examinan las condiciones que 
permiten sostener la inversión pública sin sacrificar la esta-
bilidad macroeconómica. Se discuten, entre otros temas, la 
regulación de la deuda pública, el papel que desempeñan 
los instrumentos de deuda, los riesgos de la exposición ex-
terna y la dependencia de factores externos a la economía. 
También se abordan los instrumentos de la sostenibilidad 
fiscal, la regla fiscal y el Comité Autónomo de la Regla 
Fiscal, así como el incidente fiscal, como una forma de 
amortiguar las decisiones judiciales. Este bloque es crucial 
para comprender que la deuda, cuando se instrumenta 
con prudencia, puede funcionar como un instrumento de 
crecimiento y desarrollo; pero, cuando se gestiona de for-
ma deficiente, compromete la credibilidad del Estado y la 
estabilidad de las finanzas públicas.

La discusión de la sostenibilidad no se limita a indicado-
res contables. Se aborda la cuestión estructural de la equidad 
intergeneracional: ¿cómo asegurar que las generaciones 
presentes y futuras hereden un marco fiscal sostenible? 
¿Qué políticas de crecimiento y de recomendación son ne-
cesarias para mantener la capacidad de financiar derechos 
y servicios sin generar cargas excesivas sobre el crecimiento 
económico? En este contexto, el libro describe herramientas 
analíticas para evaluar decisiones de inversión, evaluar cos-
tos de oportunidad y estimar las repercusiones de diferentes 
escenarios fiscales a lo largo del tiempo. La finalidad es 
dotar a los estudiantes de una visión estratégica que rela-
ciona la teoría con la práctica presupuestaria, la legitimidad 
democrática y la responsabilidad institucional.

El capítulo 5 profundiza en la constitución tributaria 
y en los principios que regulan el poder tributario. Aquí 
se examinan el principio de legalidad y el de seguridad 
jurídica, así como los principios de eficiencia, generalidad, 
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equidad, progresividad y justicia. Este marco doctrinal es 
fundamental para analizar la obligación tributaria sustan-
cial con sus manifestaciones en las contribuciones fiscales 
y parafiscales. Los estudiantes entenderán la dimensión 
normativa y ética del sistema tributario: ¿qué cargas se 
justifican, en qué condiciones y con qué salvaguardas para 
evitar arbitrariedad, abusos o efectos regresivos?

En los apartados de este capítulo, se presta atención 
a la estructura de los regímenes y la interacción entre 
tributos nacionales y territoriales, con especial énfasis en 
cómo las políticas públicas deben coordinarse para evitar 
distorsiones y para promover un sistema tributario que 
apoye la inversión y el crecimiento. Se analizan, asimismo, 
las cuestiones prácticas de la administración tributaria, la 
gestión de cobro y devoluciones, las obligaciones formales, 
la inscripción en el Registro Único Tributario y la función 
de la declaración. Todo esto se presenta con un enfoque 
pedagógico que invita a los estudiantes a traducir las reglas 
abstractas en un marco de actuación profesional, capaz de 
respaldar decisiones y resolver controversias con criterios 
técnicos y fundamentos jurídicos.

El capítulo 6 aborda el Sistema Tributario colombiano 
tal como está estructurado: los impuestos nacionales, los 
impuestos departamentales y los municipales, las estruc-
turas de recaudación de cada tributo y las particularidades 
de cada figura impositiva. Este capítulo ofrece una visión 
panorámica del sistema tributario, el impuesto sobre la renta 
y sus complementarios, el impuesto al patrimonio, el Régi-
men Simple y el IVA, además de los beneficios aduaneros, 
timbre, GMF y otros tributos. Se discute la distribución de 
competencias entre la Nación, las entidades territoriales y 
los distritos, así como el papel de las autoridades fiscales 
en la coordinación de políticas. Describe, además, enfoques 
sobre evasión y elusión tributarias, la economía informal, 
la necesidad de ampliar la base impositiva y la adopción 
de reglas modernas para la economía digital.
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En los apartados de este capítulo, se sitúa la dimensión 
práctica de la recaudación: la facturación, la contabilidad 
y la información como pilares de un sistema tributario 
confiable. Se examinará el procedimiento tributario a cargo 
de la Administración Tributaria, la estructura funcional, las 
liquidaciones oficiales, el régimen probatorio y los medios 
de prueba. Se enfatiza la importancia de garantizar un de-
bido proceso y una protección adecuada de derechos ante 
posibles irregularidades, sin perder de vista la necesidad 
de eficiencia y de una recaudación que sostenga el gasto 
público sin generar cargas desproporcionadas para los con-
tribuyentes. Este bloque busca desarrollar la capacidad de 
analizar, diseñar y evaluar políticas y prácticas tributarias 
en un marco de integridad institucional y responsabilidad 
pública.

El capítulo 7 se ocupa de los procedimientos tributarios 
de recaudación, fiscalización e impugnación en la vía ad-
ministrativa y judicial, tanto de los impuestos como de las 
sanciones tributarias. Se estudian las vías de control admi-
nistrativo y judicial; la nulidad de los actos administrativos, 
el proceso de cobro con las medidas cautelares y medidas 
extraordinarias como la revocatoria directa. Por último, la 
apertura de la discusión en sede judicial, mediante la acción 
de nulidad y restablecimiento del derecho en la jurisdicción 
Contencioso-administrativa. Este segmento enfatiza la 
necesidad de un sistema de seguridad jurídica que proteja 
a los individuos y a las empresas frente a posibles abusos 
y, al mismo tiempo, garantice una recaudación eficaz y 
una ejecución adecuada de las obligaciones tributarias. En 
un marco académico, se propone un análisis crítico de las 
normas procesales y de las prácticas administrativas, pro-
moviendo un enfoque de derechos que favorezca la equidad 
y la eficiencia en la resolución de conflictos fiscales.

La discusión de la vía judicial, de los recursos y de la 
interpretación de actos administrativos se presenta como 
una oportunidad para que los estudiantes desarrollen 
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habilidades de argumentación, análisis probatorio y cons-
trucción de argumentos jurídicos sólidos. Se abordan las 
dinámicas de la vía contenciosa, la tutela de derechos y la 
protección frente a las decisiones administrativas que afec-
tan de manera directa la vida de las personas y la viabilidad 
de las empresas. Este último bloque busca preparar a los 
lectores para comprender las complejidades de la jurisdic-
ción fiscal, las estrategias para la defensa de derechos y las 
herramientas para influir en la interpretación de la norma 
en contextos prácticos.

En resumen, el propósito es ofrecer una visión orga-
nizada y crítica de la dimensión jurídica de la Hacienda 
Pública en Colombia; proporcionando las herramientas 
útiles para el análisis doctrinal, la interpretación norma-
tiva y la aplicación práctico-profesional de los principios 
fiscales y presupuestarios. La divulgación, entendida 
como un puente entre teoría y realidad, se acompaña de 
un enfoque técnico que dota a los estudiantes de criterios 
para evaluar reformas, jurisprudencia y políticas públicas, 
con la sensibilidad necesaria para distinguir entre aquello 
que es viable políticamente y aquello que, desde el punto 
de vista jurídico-económico, es más equitativo, eficiente y 
sostenible a largo plazo.

Tiene una función pedagógica orientado a que los es-
tudiantes de la Facultad de Derecho no solo comprendan 
la estructura del sistema tributario y presupuestario, sino 
que estén capacitados para analizar críticamente las refor-
mas en curso, formular preguntas pertinentes y proponer 
mejoras que sean compatibles con la legalidad, la justicia 
y la eficiencia. 

Este trabajo prosigue la tradición de la cátedra de Ha-
cienda Pública en la facultad de derecho que, en su día, 
estuvo a cargo de profesores que nos enorgullecen porque 
combinaron su vocación universitaria con la práctica en el 
ejercicio tanto de importantes responsabilidades públicas, 
como las propias del derecho: Abel Cruz Santos, Aurelio 
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Camacho Rueda, Enrique Low Murtra y Juan Camilo Res-
trepo, todos autores de manuales y trabajos diversos sobre 
la Hacienda Pública. 

También es un reconocimiento a quien fue nuestro 
mentor en el departamento, el profesor de la Universidad 
Carlos III de Madrid, Juan Zornoza, quien con su rigor, 
generosidad y disciplina dirigió este objetivo en su prime-
ra versión del 2007, el curso del Derecho Fiscal, del cual 
esta es su versión actualizada, ampliada en su contenido y 
abreviada en su extensión.

Además es el testimonio de la conformación de un grupo 
de discípulos que comenzaron por alumnos destacados, 
asistentes en la docencia, colegas en el debate y titulares de 
la cátedra posteriormente: Juan Esteban Gallego, Roberto In-
signares, Gabriel Muñoz, Mauricio Marín y Andrés Medina.

Pero, sin duda, de una nueva generación que ya ejerce 
en la cátedra que por cuenta de los efectos de la pandemia 
se ha transformado en cinco cursos: José Manuel Castro, 
César Sánchez, Andrés Ordoñez, Eduardo Cubides, Camilo 
Perdomo, Victoria Hoyos, Carolina Martínez, Yoner Ojeda 
y Andrés Felipe Perdomo.

Desde luego, a sus destinatarios, que han sido muy ac-
tivos con sus intervenciones, pruebas trabajos, exámenes, 
debates, nuestros alumnos en la cátedra en este periodo.

Por último, cómo no recordar a quien fue el responsable 
no solo del nombre del curso, sino del respaldo y el aliento 
para invitarme a la cátedra y que de esa semilla surgiera el 
departamento, la Maestría, la Maestría virtual con el CIAT, 
el Centro Externadista de Estudios Fiscales, la Revista del 
Departamento, los observatorios, el Semillero Abel Cruz 
Santos, el Seminario de Profesores, Aurelio Camacho Rueda, 
el Foro de Discusión Pública Enrique Low, los programas 
de posgrado en las distintas ciudades, los proyectos de 
consultoría, los múltiples encuentros, documentos, investi-
gaciones y eventos de difusión que se han realizado, nuestro 
rector magnífico: Fernando Hinestrosa. 
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Este trabajo resume la tarea de preparar, dictar y refor-
mular la cátedra de Hacienda durante tres décadas desde 
la Constitución de 1991, con lo cual, es heredero del curso 
de Derecho Fiscal, que publicamos con la dirección de Juan 
Zornoza, y la participación de los profesores, Roberto Insig-
nares, Gabriel Muñoz y Mauricio Marín. Para esta versión 
abreviada en extensión, pero ampliada en su contenido, 
que da cuenta de la evolución de la cátedra, y actualizada 
con la producción de este periodo, fue muy significativa la 
participación del profesor Juan Esteban Gallego, en parti-
cular los debates sobre la función del derecho en la política 
pública que vivimos, desde el Ministerio de Hacienda, la 
Secretaría de Hacienda Distrital, el DNP; luego, con Ro-
berto Insignares sobre la metodología en el ejercicio de la 
docencia; más tarde, con el valor de la jurisprudencia con 
Gabriel Muñoz, y los aportes desde el ejercicio profesional 
tanto para el sector público con Andrés Medina como con 
el sector privado con Mauricio Marín y en el proceso de 
transición con la nueva generación con José Manuel Castro, 
Mary Claudia Sánchez, César Sánchez y Andrés Ordoñez, 
ahora, bajo la dirección en el departamento de Olga Lucía 
González y el respaldo de los rectores Juan Carlos Henao 
y Hernando Parra y las decanas de la Facultad de Derecho, 
Adriana Zapata y Emilssen González de Cancino. 

En la preparación y revisión de los materiales, participa-
ron los componentes de la línea de investigación en Hacien-
da Pública, Lina Novoa, Henry Rodríguez y Santiago Ortiz.

Este trabajo es sobre la importancia en la formación de un 
abogado de la Hacienda Pública, y su contribución a ese dile-
ma entre equidad y eficiencia que nos plantea la Constitución 
de 1991. El Derecho Fiscal —como el derecho en general—, 
si bien tiene como principio la justicia, debe articularse con 
nuestra realidad social, entendiendo que los instrumentos 
jurídicos permiten hacer efectiva la seguridad, la justicia y el 
desarrollo humano y económico de la nación, logrando los 
consensos que exige una sociedad pluralista y democrática.
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Capítulo 1 
Constitución económica

La Hacienda Pública es el estudio de la actividad financiera 
del Estado, que comprende los gastos autorizados legalmente 
en el presupuesto y las fuentes para su financiación. Estas 
atribuciones se confieren a los distintos órganos del Estado, 
ya que se trata de funciones y competencias sujetas a un 
estricto principio de legalidad, regido por parámetros de 
jerarquía y competencia.

En la actividad financiera del Estado confluyen lo po-
lítico, en esencia, el poder otorgado democráticamente; 
lo económico, en tanto administración de recursos; y, por 
supuesto, el derecho, pues implica imponer obligaciones 
y ejecutar recursos financieros, es decir, recaudar y gastar.

La constitución financiera comprende dos partes: el gasto 
público y sus fuentes de financiación. Estos temas se abor-
darán desde una perspectiva dogmática, en su evolución y 
sus aplicaciones en el ordenamiento jurídico colombiano.

Nuestra economía se rige por los principios del sistema 
capitalista; es decir, la provisión de bienes y servicios que 
demanda la sociedad es producida y distribuida libremente 
por los agentes privados, y los precios se determinan por 
el mercado, conforme a la ley de la oferta y la demanda.

La historia demuestra que el mercado genera imper-
fecciones, conocidas como fallas del mercado, razón por la 
cual el Estado interviene para corregirlas (Cuevas, 2003,  
pp. 15-51). Mediante la política fiscal en un Estado de 
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derecho se pueden diferenciar la economía política de la 
política económica: la primera es el uso de instrumentos 
económicos como estrategia del gobierno —prioridades de 
gasto y monto de carga tributaria, para cumplir sus funcio-
nes y objetivos—, y la segunda define el rol del Estado como 
director de la economía, las directrices para los agentes 
privados y los instrumentos de intervención que utilizará. 

El concepto de constitución económica ha sido reconocido 
en la doctrina que tiene dos ejes, el Estado y los agentes 
privados, con base en dos instituciones que caracterizan a 
una economía de mercado: la libertad económica (art. 333) 
y la propiedad privada (art. 58). En el otro lado de la balan-
za, el art. 334 asigna al Estado un papel protagónico como 
director de la economía para cumplir sus fines esenciales 
y, en particular, le confiere poderes de intervención para 
lograr dichos propósitos en sectores de interés general como 
el ahorro público, los servicios públicos domiciliarios, la 
seguridad social (salud, pensiones y riesgos), el transporte 
y la infraestructura, entre otros. Como se ha reconocido en 
el constitucionalismo europeo, la constitución económica 
es el marco jurídico fundamental para la estructura y fun-
cionamiento de la actividad económica, tanto del Estado 
como del sector privado (Aragón, M.).

Para la Corte Constitucional —Sentencia C-032 de 2025, 
M. P. Jorge Enrique Ibáñez Najar—, la Constitución de 
1991 no adopta una postura económica neutral, pues es-
tablece de manera explícita un modelo de economía social 
de mercado como pilar del ordenamiento constitucional, 
considerando que el mercado es un mecanismo idóneo y 
eficiente para la asignación de bienes y servicios, pero cuyo 
funcionamiento está condicionado al cumplimiento de de-
beres específicos por parte del Estado para hacerlo compa-
tible con los fines del Estado social de derecho. La función 
estatal es doble: por un lado, debe proteger y asegurar las 
condiciones para un mercado libre y competitivo, donde 
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todos los agentes económicos puedan participar en igual-
dad de condiciones. Por otro lado, y de manera simultánea, 
le corresponde intervenir para corregir las imperfecciones 
inherentes al mercado, enfocándose en promover activa-
mente la competencia y, fundamentalmente, en garantizar 
la plena vigencia y eficacia de los derechos fundamentales 
de las personas, los cuales no pueden ser vulnerados por 
las dinámicas de la oferta y la demanda. La justificación de 
la intervención estatal, por tanto, es la necesidad de armo-
nizar la libertad económica con los objetivos superiores del 
Estado, priorizando siempre la efectividad de los derechos 
de los ciudadanos en un entorno que, a su vez, fomente la 
competitividad. En consecuencia, la jurisprudencia cons-
titucional ha aclarado que este sistema se distancia tanto 
de un liberalismo clásico, que proscribe la intervención, 
como de un modelo de planificación centralizada, donde 
el Estado monopoliza la producción, reconociendo a la 
iniciativa privada como motor del desarrollo, pero encau-
zándola para proteger el interés general.

La Constitución establece instituciones como la propie-
dad privada, la libertad de empresa, el deber de contribuir 
al financiamiento del gasto público mediante el sistema 
tributario y el sistema de seguridad social (Zornoza, J.). Sin 
embargo, esto no implica definir un modelo económico ni 
adoptar una postura neutral en la dirección de la econo-
mía, sino de establecer un mínimo constitucional que debe 
respetarse en la configuración de cualquier modelo econó-
mico posible (Ramallo, J.). En nuestro caso, se propone un 
equilibrio entre los principios del libre mercado y el papel 
regulador del Estado, una suerte de «economía social de 
mercado» que busca armonizar el derecho a la propiedad 
privada y las libertades económicas —libertad de empresa, 
libre competencia e iniciativa privada— con la intervención 
estatal, todo encaminado al cumplimiento de las finalidades 
constitucionales centradas en la protección del interés general.
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Este debate entre productores, propietarios y consumidores 
acerca de la conveniencia de una mayor o menor intervención 
del Estado en los mercados y en el diseño de dinámicas eco-
nómicas que impulsen el desarrollo e incrementen el bienestar  
de las personas ha terminado por convertirse en el escenario de  
ásperos combates ideológicos, jurídicos y económicos. ¿Es 
la intervención del Estado en las relaciones económicas una 
imposición de un grupo sobre otro para construir un estado 
de cosas que favorezca el crecimiento económico y la concen-
tración de la riqueza? ¿O, por el contrario, la actividad estatal 
es necesaria para preservar principios axiológicos alrededor 
de los cuales se han construido consensos históricos, como el 
bienestar, la vida y el trabajo digno, la protección de derechos 
fundamentales y la satisfacción de necesidades básicas para 
todos los ciudadanos? Más allá de los interesantes y extensos 
debates libertarios y de su defensa a ultranza de las libertades 
individuales, tomaremos partido por los postulados clásicos 
del Estado Social de Derecho y su defensa de un conjunto míni-
mo de derechos sociales que deberán ser garantizados median-
te el trabajo conjunto de todos los asociados. En este sentido, 
las luchas históricas han demostrado que, para contrarrestar el 
“egoísmo” propio de los postulados de la economía clásica, es 
necesario construir acuerdos previos sobre los objetivos socia-
les y adoptar cierto nivel “keynesiano” de intervención en las 
decisiones económicas. El Estado debe intervenir, al menos de 
manera instrumental, en la creación de mecanismos que ase-
guren el cumplimiento de ese mínimo axiológico consagrado 
en la Constitución Política. (Gallego, 2017) 

Como la Constitución contiene normas abiertas, la juris-
prudencia constitucional ha reconocido principios econó-
micos que, en algunos casos, tienen carácter de derechos 
fundamentales y, por ende, están sujetos a restricciones. 
Además, regula y limita el ejercicio del poder fiscal. Alexei 
Julio señala los mandatos constitucionales de intervención 
estatal para mejorar la calidad de vida, lograr una distribu-
ción equitativa de oportunidades y preservar un ambiente 
sano, en el marco del desarrollo sostenible, garantizando 


